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Vistos los autos: “Recurso de hecho deducido por la actora en la causa
Velázquez Cano,  c/ EN - DNM s/ recurso directo DNM”, para decidir
sobre su procedencia.

Considerando: 

1°) Que  Velázquez Cano promovió recurso judicial
directo contra la decisión de la Dirección Nacional de Migraciones -y su
confirmatoria- por medio de la cual se canceló su residencia permanente, se
ordenó su expulsión del país y se le prohibió su reingreso, por encontrarse
incursa en la causal prevista en el artículo 62, inciso b, de la ley 25.871 (“Ley
Migratoria”; las referencias a dicha norma se corresponden con su redacción
original, previa a las modificaciones introducidas por el decreto de necesidad y
urgencia 366/2025).

2°) Que la Sala I de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo
Contencioso Administrativo Federal confirmó la sentencia de primera instancia
que había rechazado la demanda de la migrante.

Para así decidir, el tribunal de la anterior instancia, en lo
sustancial, consideró que la Dirección Nacional de Migraciones aplicó
correctamente la Ley Migratoria. Señaló que -según el texto del citado artículo
62, inciso b- la cancelación de la residencia “se fundamentará en la posible
incursión por parte del extranjero en los impedimentos previstos en el artículo
29 de la presente ley” y sostuvo que la naturaleza de los delitos incluidos en la
enumeración taxativa que hizo el legislador en esta última norma, entre los que
se encuentra el delito por el que fue condenada la actora, “exime a la DNM de
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ponderar la pena que ‘merezca’ la conducta reprochada penalmente al ciudadano
extranjero. En efecto, dicha inclusión da por supuesta la configuración de una
causa objetiva impediente de ingresar, permanecer y residir en el país”.

Rechazó, además, el argumento vinculado con el incumplimiento
del plazo de dos años previsto en aquella norma para dictar la resolución de
cancelación de la residencia y el planteo referente al derecho a la reunificación
familiar.

3°) Que contra esa sentencia la actora interpuso recurso
extraordinario federal, cuya denegación motivó la presente queja.

Básicamente, cuestiona la interpretación que se llevó a cabo del
citado artículo 62, inciso b, de la Ley Migratoria por considerarla errónea y
arbitraria, pues equipara los supuestos de irregularidad previstos en el artículo
29 de dicha ley, con los establecidos “para quienes han adquirido residencia en
el país (cfr. Art. 22)…”.

        Luego de transcribir, en parte, el mencionado artículo 62, inciso b,
argumenta que “las ponderaciones a la hora de decidir la suerte de los
extranjeros, apuntan a las penas efectivamente impuestas y no a meras fórmulas
abstractas de montos punitivos de delitos, ni aún a los delitos especificados en el
art. 29”. En definitiva, considera que dada su calidad de residente permanente y
“el piso cuantitativo establecido por el art. 62 de la Ley de Migraciones,
aplicable al caso, la Dirección Nacional de Migraciones se ha extralimitado al
ordenar su expulsión”.

Plantea, a su vez, que la medida que impugna se dictó sin que
hubiera transcurrido el plazo de dos años establecido en la normativa aplicable e
invoca la dispensa por reunificación familiar.
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4°) Que el recurso extraordinario federal es formalmente
procedente pues se encuentra en tela de juicio la interpretación de una norma
federal (artículo 62, inciso b, de la ley 25.871) y la decisión definitiva de la
cámara federal resulta contraria a la pretensión que la recurrente fundó en ella
(conf. artículo 14, inciso 3°, de la ley 48).

5°) Que se encuentra fuera de discusión que la extranjera
Velázquez Cano -a quien se le otorgó la residencia permanente- fue condenada a
la pena de 4 años de prisión por ser coautora penalmente responsable del delito
de tenencia de estupefacientes con fines de comercialización (artículo 5°, inciso
c, ley 23.737). En función de ello, la Dirección Nacional de Migraciones canceló
su residencia, declaró irregular su permanencia en el país y dispuso su
expulsión, principalmente, a tenor del artículo 62, inciso b, de la Ley Migratoria.

De acuerdo a la postura de la actora, no correspondía la
cancelación de su residencia, por cuanto la norma a la que recurrió el organismo
migratorio para tomar tal decisión exige que la pena privativa de libertad sea
mayor a cinco (5) años, extremo que no se configura en el caso. En cambio, la
cámara entendió que la decisión de la administración es ajustada a derecho, a
tenor de la naturaleza del delito por el que fue condenada la migrante y del
reenvío que se realiza en el artículo 62, inciso b, al artículo 29, que hace
procedente su expulsión independientemente de la pena.

Sobre tales bases, el problema que se trae a decisión de esta Corte
consiste en determinar cuál es el alcance que se le debe otorgar al artículo 62,
inciso b, de la ley 25.871; básicamente, con relación a la mención que allí se
realiza del artículo 29 de la misma ley.

6°) Que, para clarificar la cuestión, corresponde tener presente que
la Ley de Migraciones -en su artículo 29- reglamenta las "causas impedientes del
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ingreso y permanencia de extranjeros en el Territorio Nacional”; entre ellas, la
norma incluye -bajo determinadas pautas- a las condenas y antecedentes penales.
Y, en lo que interesa, se prevén ciertos delitos -como el de tráfico de
estupefacientes- que impiden el ingreso y permanencia de extranjeros al país
independientemente de la pena; análogo impedimento recae cuando se trate de
delitos que merezcan “…para la legislación argentina pena privativa de la

 (inciso c).libertad de tres (3) años o más”

Por su parte, en el artículo 62 se reglamentan -de modo específico-
distintos supuestos de cancelación de residencias otorgadas. En el inciso b
-objeto de interpretación- se dispone:

“La Dirección Nacional de Migraciones […] cancelará la
residencia que hubiese otorgado, con efecto suspensivo, cualquiera fuese su
antigüedad, categoría o causa de la admisión y dispondrá la posterior expulsión,
cuando: […] b) El residente hubiese sido condenado judicialmente en la
República por delito doloso que merezca pena privativa de libertad mayor de
cinco (5) años o registrase una conducta reiterante en la comisión de delitos. En
el primer supuesto cumplida la condena, deberá transcurrir un plazo de dos (2)
años para que se dicte la resolución definitiva de cancelación de residencia, la
que se fundamentará en la posible incursión por parte del extranjero en los
impedimentos previstos en el artículo 29 de la presente ley. En caso de silencio
de la Administración, durante los treinta (30) días posteriores al vencimiento de
dicho plazo, se considerará que la residencia queda firme”.

7°) Que asentado ello, a juicio de este Tribunal, es razonable
considerar que para que se configure la primera causal de cancelación de la
residencia y expulsión del migrante prevista en el citado inciso del artículo 62,
necesariamente se debe comprobar la existencia de: i) una condena judicial en la
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República; ii) por un delito doloso; y iii) que merezca una pena privativa de
libertad mayor de cinco (5) años, sin que en la norma se establezcan excepciones
a esa regla. Una vez reunidos dichos extremos, corresponde determinar si se
cumplieron las pautas temporales previstas en la norma para cancelar la
residencia otorgada, la que “se fundamentará en la posible incursión por parte

; es decir, endel extranjero en los impedimentos previstos en el artículo 29…”
tal supuesto se configuraría un impedimento para la permanencia del migrante
en el territorio nacional.

La remisión a los impedimentos previstos en el artículo 29 de la
ley 25.871 no puede referirse a las conductas penales que justifican la
cancelación de la residencia porque ello implicaría privar de sentido a la regla
del artículo 62, inciso b. Esta conclusión se ajusta a los precedentes de la Corte
que examinaron otras controversias interpretativas en torno a las citadas
disposiciones legales; entre ellos en “Rodríguez Buela”, se decidió que el
régimen de revocación de las residencias otorgadas previsto en el artículo 62 no
resulta aplicable a la expulsión de migrantes que tienen una residencia precaria,
que se encuentra regida por el artículo 29 de la ley 25.871 (conf. Fallos:
343:1434).

Por consiguiente, en un caso como el de autos en el que la actora
tenía una residencia otorgada previamente debe aplicarse la regla particular
prevista en el artículo 62, inciso b, de la ley. Esto implica que la resolución de
cancelación de la residencia decidida por la autoridad administrativa solo puede
obstar la permanencia del migrante en el país si media una condena por un delito
doloso que merezca una pena privativa de libertad mayor a la que prevé la
norma. También es necesario que la competencia del organismo migratorio para
cancelar la residencia se ejerza de acuerdo al plazo estipulado por la citada regla.
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8°) Que el criterio expuesto en el anterior considerando guarda
congruencia con una lectura integral del artículo 62 de la ley 25.871. Ello es así,
dado que una interpretación razonable y armónica -que preserve la coherencia de
la norma en su conjunto- permite sostener que si el legislador hubiese querido
incluir en el inciso b, respecto de ciertos delitos, una excepción a la regla general
del mínimo del reproche penal para que se configure una causal de cancelación
de la residencia, así lo habría hecho, tal como hizo en el mencionado artículo 29
respecto de los supuestos impedientes para el ingreso y permanencia en el
territorio nacional.

Por caso, en el inciso e del citado artículo 62, se establece que la
autoridad administrativa “…podrá disponer la cancelación de la residencia
permanente o temporaria y la expulsión de la República de todo extranjero,
cualquiera sea la situación de residencia, cuando realizare en el país o en el
exterior, cualquiera de las actividades previstas en los incisos d) y e) del artículo
29 de la presente”; esto es, “[h]aber incurrido o participado en actos de gobierno
o de otro tipo, que constituyan genocidio, crímenes de guerra, actos de
terrorismo o delitos de lesa humanidad y de todo otro acto susceptible de ser
juzgado por el Tribunal Penal Internacional” o “[t]ener antecedentes por
actividades terroristas o por pertenecer a organizaciones nacional o
internacionalmente reconocidas como imputadas de acciones susceptibles de ser
juzgadas por el Tribunal Penal Internacional o por la ley 23.077, de Defensa de
la Democracia”.

En función de ello, se infiere que la ley se encargó de establecer
expresamente aquellas causales impedientes del ingreso y permanencia que
asimismo importan la cancelación de la residencia. Por lo tanto, de admitir la
interpretación que se realiza en la sentencia apelada del tantas veces citado
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inciso b del artículo 62, otros preceptos de la ley carecerían de sentido, como el
inciso e.

9°) Que no se puede dejar de advertir que la poco afortunada
redacción dada a la norma bajo análisis plantea serios inconvenientes a la hora
de esclarecer sus alcances, a punto tal que de su lectura se podrían inferir
conclusiones diversas y antagónicas entre sí. Con anterioridad este Tribunal se
ha visto en la necesidad de poner en evidencia las dificultades interpretativas de
la ley 25.871 (Fallos: 341:500, voto del juez Rosatti), similar situación se
presenta en esta ocasión.

En este escenario, vale remarcar que todo acto estatal -más aún
uno con la trascendencia institucional que tiene una ley- debe resultar claro y
preciso en sus términos; generar certeza antes que incertidumbre y desconcierto
sobre los derechos y obligaciones de los habitantes. Si bien la vaguedad, la
ambigüedad y la textura abierta son un inconveniente habitual en el lenguaje, el
legislador -y las autoridades públicas en general- tienen el deber de extremar el
celo en redactar las normas de modo tal que permitan a la comunidad y a los
operadores jurídicos conocer con razonable certeza qué dice la ley aplicable.

La deficiente redacción de la ley se traduce en indeseables
situaciones de imprevisibilidad e inseguridad jurídica, y acrecienta los pleitos en
lugar de evitarlos. Además, al quedar la ley abierta a extralimitadas
interpretaciones, debilita su papel esencial como una de las máximas
expresiones de juridicidad de nuestro ordenamiento normativo (artículos 1°, 31
y 75 de la Constitución Nacional).

La obligación de dar respuesta jurisdiccional razonablemente
fundada a las partes no puede llevar al juez a sustituir con su criterio u opinión la
voluntad de los poderes representativos. Mas, para evitar ese avance, resulta
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imprescindible que tales poderes extremen los recaudos necesarios a fin de
adoptar disposiciones claras, precisas y previsibles conforme manda el artículo
19 de la Constitución Nacional. En efecto, dicha norma expresa una decisión de
establecer delimitaciones  entre lo que se puede hacer, lo que se está precisas
obligado a hacer y lo que no se debe hacer para garantizar la convivencia. La
precisión y actuación real de las reglas preestablecidas genera un clima de
seguridad en el cual los particulares conocen de antemano a qué reglas se
sujetará la actuación de los gobernantes, de manera que la conducta de estos sea 

 y, en caso contrario, que haya quien, con potestad suficiente, puedaprevisible
corregir el error y responsabilizar eficazmente al transgresor (Fallos: 326:417 y
341:500, cit.).

10) Que, para concluir, cabe señalar que en materia inmigratoria,
la Constitución Nacional desde su Preámbulo expresa un espíritu hospitalario
hacia los extranjeros, brindándoles un trato especial al reconocerles el goce 

(artículo 20) en el marco del“…de todos los derechos civiles del ciudadano…” 
fomento de la inmigración (artículos 25 y 75, inciso 18, y 125 de la Constitución
Nacional) asumido como uno de los pilares de su programa de gobierno. Sin
embargo, esta tutela constitucional, es una obviedad remarcarlo, está dirigida a
quienes vengan a promover lícitamente el progreso de la Nación con su arte,
ciencia, oficio o industria; y no alcanzaría a los que, con conductas graves,
corrompan el ordenamiento jurídico argentino. 

En definitiva, atendiendo al modo en que quedó definido el asunto
en esta instancia, vale insistir con que no cabe a los jueces emitir juicio sobre la
oportunidad o mérito de la solución arbitrada por el legislador, sino extremar los
recaudos para alcanzar su razonable aplicación. Por ello, teniendo en cuenta que
en este caso no se alcanza el mínimo de reproche penal previsto en el artículo
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62, inciso b (delito doloso que merezca pena de prisión mayor a 5 años), no se
configura el supuesto de cancelación de la residencia permanente en el país
establecido en esa norma.

En atención al modo en que se resuelve, resulta innecesario
expedirse con respecto a los demás agravios expuestos en el remedio federal de
la actora.

Por ello, oída la señora Procuradora Fiscal y habiendo tomado
intervención la señora Defensora General de la Nación, se hace lugar a la queja,
se declara procedente el recurso extraordinario deducido y se revoca la sentencia
apelada. Con costas. Vuelvan los autos al tribunal de origen a fin de que, por
quien corresponda, se dicte un nuevo fallo con arreglo al presente. Notifíquese,
devuélvanse digitalmente los autos principales y remítase la queja para su
agregación.
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VOTO DEL SEÑOR VICEPRESIDENTE DOCTOR DON CARLOS
FERNANDO ROSENKRANTZ

Considerando:

                     Que el infrascripto adhiere al voto que encabeza el presente
pronunciamiento, con excepción del considerando 9°.

Por ello, oída la señora Procuradora Fiscal y habiendo tomado
intervención la señora Defensora General de la Nación, se hace lugar a la queja,
se declara procedente el recurso extraordinario deducido y se revoca la sentencia
apelada. Con costas. Vuelvan los autos al tribunal de origen a fin de que, por
quien corresponda, se dicte un nuevo fallo con arreglo al presente. Notifíquese,
devuélvanse digitalmente los autos principales y remítase la queja para su
agregación.
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Recurso de queja interpuesto por , con el patrocinio letrado del   Velázquez Cano, parte actora
Dr. César Augusto Balaguer, cotitular de la Comisión del Migrante de la Defensoría General de la
Nación.

Tribunal de origen: Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal,
Sala I.

Tribunal que intervino con anterioridad: Juzgado Nacional en lo Contencioso Administrativo Federal
n° 10.
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